Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 


(Sesión celebrada el 19 de abril de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:00). 


—Muy buenos días. En virtud de que no hay asuntos entrados, ingresamos al orden del día 
que establece recibir a las delegaciones de Cossac, del Sector Financiero Privado de la Asociación de 
Empleados Bancarios del Uruguay y de la Federación de Sindicatos de Cooperativas de Consumo. 


Como es sabido, el motivo de la convocatoria es el proyecto de ley relativo a las retenciones 
sobre retribuciones salariales y pasividades, y las modificaciones que se proyectan. 


(Ingresa a Sala la delegación de Cossac). 


—La Comisión de Hacienda del Senado recibe con mucho gusto a la delegación de Cossac 
integrada por su presidente, señor Augusto López, la contadora Esther Casas y la maestra Karina 
Spósito. El propósito de la convocatoria es el intercambio de opiniones sobre el proyecto de ley relativo 
a las retenciones sobre retribuciones salariales y pasividades que está a estudio de esta comisión. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LÓPEZ. - Soy el presidente de la cooperativa y le voy a dar la palabra a mis compañeras para 
que hagan una exposición referente a la ley de inclusión financiera. 


SEÑORA SPÓSITO. - Agradecemos que la comisión nos brinde este espacio para plantear algo que ya 
hemos venido trabajando desde el año pasado en la Cámara de Representantes, Se trata de la 
modificación a los artículos 1* y 3% de la ley de inclusión financiera que refieren a la intangibilidad de los 
sueldos y al acto cooperativo. 


El año pasado concurrimos a la Cámara Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito de 
Capitalización y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, para plantear el tema de 
las retenciones sobre la modificación de los artículos 1.* y 2. de la Ley n.* 17829, que se refleja en los 
artículos 32 y 34 de la Ley n.* 19210, capítulo V, «Crédito de nómina». 


Básicamente, queríamos plantearles dos problemas que la ley de inclusión financiera trajo a 
las cooperativas de ahorro y crédito. Si bien las cooperativas compartimos plenamente su espíritu en lo 
que refiere a controlar el consumismo de la población, no estuvimos de acuerdo cuando lo vimos 
puesto en práctica. Nosotros tenemos un público objetivo de jubilados y pensionistas que ocupan el 85 
% de nuestra masa social y que se vieron muy afectados por la puesta en práctica de estos dos 
artículos de la ley. 


Hay que tener en cuenta dos aspectos. Por un lado, el inciso G) del artículo 32 de la Ley n.” 
19210, que elimina el acto cooperativo a las cooperativas de ahorro y crédito y, por otro, el mínimo 
intangible, que se modifica por el artículo 34 de esta misma ley. En la presentación expresamos que la 
intangibilidad de los sueldos está dada por las leyes n.* 19536 y n.” 17829 —que estaba vigente hasta 
que se aprobó la Ley n.* 19210 de inclusión financiera—, que llegaba al 30 %. A través de este artículo 
de la nueva ley se hizo un corrimiento, tal como se muestra en el comparativo entre las Leyes n.” 
19210 y n.* 19536. Precisamente, la Ley n.” 19536 fue sancionada el año pasado. 


Si bien agradecemos enormemente ese corrimiento, queremos explicarles que, en realidad, a 
las cooperativas de ahorro y crédito no nos soluciona el problema puntual. Nuestra masa social está 
integrada por personas mayores. Cossac trabaja con una ley propia de hace más de cuarenta años por 
la que se le retienen los haberes. Nosotros damos préstamos, brindamos servicios y cobramos una 


cuota social que se descuenta del recibo de cobro de los jubilados y pensionistas. También tenemos 
socios que son empleados públicos, pero me voy a referir a los jubilados y pensionistas porque son los 
que más sufrieron este cambio de la ley. 


En febrero de 2017, el Banco de Previsión Social instaura el 45 % del nominal que debería 
estar aprobado en el 2017 —como se dice en el Ley n.* 19210-—, pero en los años 2015 y 2016 no se 
había hecho ese escalonamiento; lo hizo de golpe en febrero de 2017. Por lo tanto, si bien Cossac y 
muchas de las cooperativas de ahorro y crédito respetamos ese porcentaje en nuestros préstamos 
para que los jubilados no se atrasaran, no fue posible hacerlo en el total porque no sabíamos cuándo 
se iba a aplicar, porque el BPS no nos envió la comunicación. Por ejemplo, nosotros cobrábamos $ 
15:000.000 de retención en el BPS por los préstamos a los jubilados y en febrero, cuando se aplicó el 
45 %, Cossac perdió $ 4:000.000 y, al mes siguiente, $ 2:000.000 más. En dos meses la cooperativa 
perdió $ 6:000.000 lo que, evidentemente, le generó problemas en su operativa, en el pago de los 
gastos y en la comunicación con los socios que se vio resentida, pero lo más grave fue lo que les pasó 
a los jubilados. Tenemos socios que están jubilados desde hace cuarenta años y durante ese tiempo 
vienen pagando su cuota social a Cossac que, aparte de darles el derecho a sacar un préstamo, brinda 
prestaciones como servicios de acompañantes, fúnebre y de entierro en el cementerio parquizado 
Mater Terra. Según los estatutos de la cooperativa, se puede hacer uso de esos derechos siempre y 
cuando se esté al día con las obligaciones, o sea, que se haya pagado la cuota. En febrero 4500 
socios no pudieron pagar. Soy clara en cuanto a que el pago no ingresa en el recibo porque Cossac 
tiene un orden de prelación de acuerdo a la antigúedad. La Ley n.* 17829, vigente, establece el 
siguiente orden de descuento en el recibo de cobro de jubilados y pensionistas o empleados: garantías 
de alquileres, préstamo social del BROU, préstamo de vivienda del Banco Hipotecario y cualquier 
afiliación a la salud. Por su parte, la Ley n.* 19210, además de esos conceptos, incorpora la cuota 
sindical, la Agencia Nacional de Vivienda y Mevir y las cuotas de seguro de vida. Y el literal G) habla de 
las cuotas correspondientes a créditos de nóminas otorgados por las instituciones habilitadas a tales 
efectos y actos cooperativos realizados por socios de cooperativas de consumo con autorización legal 
de retención de haberes, autorización que nosotros tenemos desde hace cuarenta años. 


¿Qué pasó entonces? Cuando enviamos el monto de retención el Banco de Previsión Social 
lo rechazó porque superó el mínimo intangible del 45 %. Hasta febrero, el intangible era del 30 %, pero 
luego llegó al 45 %. Quiere decir que si la persona debía $ 10.000, todos los entes con autorización 
legal de retención, en febrero podíamos descontarle $ 7.000, pero después de esa fecha ese monto 
bajó a $ 5.500 y quedaron para atrás las cooperativas de ahorro y crédito. ¿Por qué? Porque en el 
orden de prelación primero están los alquileres y todo lo demás, luego vienen las cooperativas de 
consumo y, por último, las cooperativas de ahorro y crédito. Dentro de estas cooperativas de ahorro y 
crédito que tienen retención somos de las primeras por ser de las más viejas, pero estamos después 
de ANDA y de todas las cooperativas de consumo que también se atrasaron. 


Este problema se entendió en la Cámara de Representantes y se hizo un corrimiento de las 
fechas que quedó como ya mencionamos: en enero del año pasado, el mínimo intangible pasó al 35 %; 
en enero del año que viene, pasa al 40 % y posteriormente al 45 % y por último al 50 %. Pero para 
nosotros esto es como la crónica de una muerte anunciada, porque no estamos hablando de 
especulaciones, sino de algo que ya vivimos. ¿Qué pasará con nuestros jubilados cuando el intangible 
sea del 50 %? Estárá bueno que cobren el 50 % de sus haberes en la mano y que decidan qué hacer 
con su dinero, pero la realidad de nuestros jubilados es distinta. El promedio de sus pasividades y 
pensiones es de $ 15.000 y los préstamos que solicitan a nuestra cooperativa no son para lujos, sino 
para pagar la vivienda, la luz, el agua, los remedios. Tengan en cuenta que el promedio de esos 
préstamos es de $ 5.000. Pero cuando esa gente viene a solicitarnos un préstamo le tenemos que 
decir que no se lo podemos dar por falta de líquido en su recibo. ¿Qué hacemos con ese jubilado? Lo 
tenemos que largar a la calle, pero nadie le presta a un jubilado o a un pensionista que está en 
clearing, como están todos los nuestros. Lo que queremos explicar es que los mandamos a la calle 
con tasas de 


145 %, que es lo que habilita el Banco Central del Uruguay para préstamos sin retención, porque 
tienen mayor nivel de riesgo. Téngase en cuenta que las tasas máximas que cobran las cooperativas 
están entre el 38 % y 40 %. Entonces, queremos que entiendan que el corrimiento del cronograma nos 
traerá nuevamente el problema dentro de un año. 


Otro tema importante es la aplicación del literal G del artículo 32, del acto cooperativo. Es 
otro proyecto de ley que llegó a la Cámara de Senadores, está en suspenso y nosotros venimos a 
pedirles su apoyo. Por definición, el acto cooperativo es una relación que se establece entre un socio y 
su cooperativa, sin importar si el ramo de la cooperativa es consumo, ahorro y crédito, vivienda o de 
trabajo. Por lo tanto, nos parece que no es equitativo que nos eliminen tácitamente de ese inciso. Por 


eso venimos a pedir que se apruebe el proyecto que se votó en la Cámara de Diputados que agregó a 
las cooperativas de ahorro y crédito en ese acto cooperativo, en el entendido de que es una equidad y 
porque es igual para cualquiera. 


Además, tenemos una herramienta muy fuerte que nos dio el Ministerio de Economía y 
Finanzas, que es el crédito de nómina que corresponde al capítulo V de la Ley n.” 19210, en los 
artículos 32 y 34. Este es un crédito que las cooperativas le dan a sus socios con la autorización del 
Estado y, a su vez, todas las instituciones bancarias donde esa persona cobre el sueldo. Sin embargo, 
este crédito, que está por arriba del de retención, es prácticamente inviable de otorgar. 


A continuación, la contadora Casas, va a explicarlo porque ella trabaja especificamente con el 
crédito de nómina y vamos a mostrar lo que pasó y lo que pasa hoy en día, cuando queremos 
implementar el crédito de nómina o cuando mandamos un préstamo de nómina al BPS, a OSE, Antel, 
en fin, a una cantidad de entes públicos. 


En definitiva, la Ley n.* 19210, en su artículo 34 aumenta la porción del mínimo intangible del 
salario o pasividad al 30 % con un escalonamiento hasta el 50 % y, a nosotros, nos eliminan del literal 
G) correspondiente al acto cooperativo. En tal sentido preguntamos qué diferencia hay entre un acto 
cooperativo realizado por una cooperativa de consumo o una de ahorro y crédito. 


SEÑORA CASAS. - Quiero reiterar el agradecimiento por habernos permitido estar hoy aquí para 
explicar la situación que están viviendo las cooperativas de ahorro y crédito. 


Como bien decía mi compañera, el crédito de nómina se planteó en esta ley como la 
herramienta para que las cooperativas de ahorro y crédito pudieran seguir trabajando. Se nos dijo que 
el acto cooperativo no nos tenía que incluir porque se nos otorgaba una herramienta que era el crédito 
de nómina. En sesiones anteriores de esta comisión —estuvimos leyendo la versión taquigráfica— los 
señores senadores le preguntaron al economista Vallcorba cómo estaba funcionando el crédito de 
nómina. Creo que nosotros somos los más indicados para hablar de ese tema porque Cossac es la 
primera cooperativa que estuvo trabajando en crédito de nómina. Entendimos el planteo de la ley de 
inclusión financiera respecto a que eso era una solución, no solo para las cooperativas, y su única 
posibilidad de salida, y también porque otorgaba créditos baratos a los socios y generaba una baja en 
la tasa de interés. ¿Qué pasa con esto? En la práctica no es tan así. ¿Por qué? Porque el crédito de 
nómina tiene una tasa de un 38 % o 39 % según los plazos y los montos y el crédito por retenciones 
tiene una tasa de alrededor del 41 %. Por lo tanto, estamos hablando de tres puntos porcentuales de 
diferencia: la baja en la tasa en el crédito de nómina no es sustancial para el mercado que estamos 
trabajando. Sí tiene una ventaja, y muy importante, para las cooperativas, que es la reducción de la 
morosidad. ¿Por qué? Porque el crédito de nómina descuenta por encima de todas las otras 
instituciones y eso está bien. Por lo tanto, las cooperativas de ahorro y crédito más que nadie 
quisiéramos trabajar ese instrumento porque es de interés para el socio, pero, a su vez, para la 
cooperativa porque nos permite una menor morosidad, asegurar los créditos que damos y hacer que 
los socios puedan pagar las obligaciones. Pero, ¿qué sucede? En la práctica no funcionó de la manera 
que esperábamos. 


Me voy a referir al funcionamiento del crédito de nómina. Si un empleado viene a pedir un 
préstamo de retención común a la cooperativa, el trámite le demorará entre tres y cinco minutos y 
enseguida podrá retirar en la caja el dinero que pidió. En cambio, si viene a pedir un crédito de nómina, 
al empleado le llevará entre treinta y cuarenta y cinco minutos resolverle el problema y al socio le 
insumirá entre tres y cinco días para conseguir el préstamo. Nosotros fuimos los primeros que 
trabajamos en el BPS con crédito de nómina, hicimos las pruebas junto con ellos y el primer crédito de 
nómina que se otorgó fue dado por Cossac. Hay que tener en cuenta que esto nos lleva alrededor de 
seis meses de programación y en este momento tenemos siete préstamos otorgados en el BPS. ¿Por 
qué? Porque la mayoría de los pasivos no están incluidos en la ley de inclusión financiera y, por lo 
tanto, el BPS entiende que no debe darles crédito de nómina. El socio tiene que ir a la cooperativa y 
nosotros lo mandamos al BPS para que firme un contrato donde debe constar la dirección de correo 
electrónico, y lo más probable es que nuestros socios no la tengan porque trabajamos con jubilados y 
adultos mayores. Por lo tanto, seguramente van a tener que volver a su casa para que sus nietos —en 
general les aconsejamos que les pidan ayuda a ellos— les creen una casilla de correo electrónico e, 
incluso, les presten un celular porque el código de autorización que da el BPS lo comunica 
directamente al socio por medio de su celular o casilla de email. Por lo tanto, la mayoría de los socios 
no quieran hacer todos estos trámites. Si vienen a a buscar un préstamo por $ 2.000, le vamos a 
ofrecer un crédito de nómina, ya que es más seguro. Lo que sucede es que para eso el socio tiene que 
ir al BPS y ya no quieren hacerlo porque si, por ejemplo, vienen a la cooperativa a pedir un crédito de $ 
2.000, en taxi, tendrán que tomar otro hasta el BPS, allí tendrán que ir hasta el segundo o tercer piso a 


firmar un contrato que no entienden para qué y, tal vez, en un par de días tengan que volver a la 
cooperativa, otra vez en taxi, para poder cobrar. Por lo tanto, si el socio estaba necesitando un crédito 
de $ 2.000 es porque no tiene dinero como para afrontar todo ese gasto del trámite. En el caso de que 
ya tengan hecho el trámite, el préstamo de nómina se hace más rápido, pero la mayoría de los 
jubilados de nuestro país no ha firmado el contrato con el BPS y no tienen una cuenta de haberes para 
cobrar sus pasividades; la mayoría de ellos cobran en las ventanillas del Brou, de Abitab y de 
Redpagos. Por lo tanto, para el BPS no están en el régimen de inclusión financiera. 


En cuanto a los empleados, si bien la situación es un poco mejor y el trámite es más rápido, 
tienen las mismas demoras. Los socios de una cooperativa están acostumbrados a que en cinco 
minutos —para nuevos socios ocurre lo mismo-— se les resuelve el problema, además, son atendidos por 
personas que los conocen y no les exigimos que firmen ningún tipo de contrato o que vayan a sus 
empresas a pedir a quienes hacen la liquidación de sueldos que les llenen formularios. Ese es otro 
problema que tienen los empleados, porque cuando vienen a la cooperativa a pedir un crédito les 
entregamos un formulario y les pedimos que lo hagan llenar en sus empresas. Estas pierden tiempo en 
eso y en muchos casos nos han dicho que nos aseguran el cobro del crédito pero que no les pidamos 
a los empleados que lleven formularios para completar, porque muchas veces no los entienden y 
deben llevarlos a estudios contables, lo que les complica el trabajo. Por lo tanto, ni los socios ni las 
empresas quieren hacerlo. Las cooperativas somos las más interesadas en trabajar esta herramienta. 


Otro de los puntos que quiero mencionar tiene que ver con la aplicación de los actos 
cooperativos para las cooperativas de consumo y no para las de ahorro y crédito. El economista Martín 
Vallcorba dijo que el Parlamento había expresado su preocupación por la situación económica 
complicada que estaban atravesando las cooperativas de consumo y que, por lo tanto, se las intentó 
proteger a través del acto cooperativo, para las cooperativas de consumo, dejando de aplicar el límite 
del 50% a cobrar, que se establecía para todas las demás. ¿Qué pasa con esto? La situación 
económica que estaban viviendo las cooperativas de consumo en los últimos dos años se trasladó a 
las cooperativas de ahorro y crédito. Estas, el año pasado, tuvieron problemas bastante graves en su 
situación financiera. Muchas de ellas han hecho acuerdos de rebajas salariales, seguros de paros 
rotativos y el año pasado algunas de las pequeñas cooperativas, tanto de Montevideo como del interior, 
planificaban cerrar sus puertas. Por suerte, el corrimiento del cronograma, votado en la Cámara de 
Representantes y en el Senado, les dio un respiro a las cooperativas y les permitió pensar que tal vez 
este tema se solucionara definitivamente. 


Sin embargo, las cooperativas de ahorro y crédito en dos años vamos a estar en la misma 
situación, como dijo la compañera Espósito, y otra vez vamos a estar hablando de despidos, de paros 
rotativos y, tal vez, del cierre de por lo menos todas las cooperativas chicas. Quizá las grandes puedan 
sobrevivir porque su volumen de operación es muy alto, pero todas las chicas vamos a desaparecer. 


Nosotros pedimos que consideren a las cooperativas de ahorro y crédito y piensen en la 
situación que vamos a estar viviendo dentro de dos años. Además, les solicitamos que voten 
afirmativamente este proyecto de ley —que ya tiene media sanción— para que todos los compañeros de 
las cooperativas de ahorro y crédito podamos quedarnos tranquilos en nuestros lugares de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Concretamente, ¿Cossac estaría de acuerdo con el proyecto de ley tal cual 
vino de la Cámara de Representantes? 


SEÑORA SPÓSITO. - Nosotros estamos de acuerdo con que se apruebe el literal G) tal como está. 
Nos igualan como estábamos y volvemos a tener el 30 % como lo tuvimos siempre. 


SEÑOR DELGADO. - Es un gusto recibir a los representantes de la cooperativa Cossac. Este proyecto 
tiene la particularidad de venir con media sanción y un amplio consenso de la Cámara de 
Representantes. La pregunta del señor presidente es muy oportuna para centralizar y focalizar el 
problema. Ustedes se refieren a lo que estaba vigente y al cronograma que viene de la Cámara de 
Representantes que, en realidad, mejora un poquito, trasladando en los tiempos cómo van a ingresar 
las diferentes prelaciones. 


Me gustaría plantear dos o tres preguntas, entre otras cosas, para conocer el impacto en 
Cossac. En el memorando que presentaron —realizado en función de algunas disposiciones unilaterales 
que se tomaron— se menciona que en febrero ya dejaron de brindar algunas prestaciones como, por 
ejemplo, el servicio fúnebre y el de acompañantes. Obviamente, me interesa conocer qué impacto 
pueden tener las medidas planteadas —aclaro que después vamos a recibir al sector financiero de 
AEB U y al sindicato de las cooperativas— si se aprueba este proyecto de ley. 


En su caso, me interesaría saber qué impacto concreto genera en Cossac estar en el literal 
G), tal como figura en el proyecto, o estar en el de más abajo. Esto es lo primero que quería preguntar. 


Lo segundo refiere a un tema más conceptual, pero me parece que está bien hacer la 
precisión. 


La Ley n.* 18407 del sistema cooperativo —que fue apoyada por todos los partidos políticos— 
estableció, creo que innovadoramente, el concepto de acto cooperativo; nuestros visitantes incluyeron 
esto en alguna pregunta. En realidad, el concepto de acto cooperativo está establecido para todas las 
modalidades de cooperativas. Me interesaría preguntarles su opinión con respecto a si existen motivos 
para diferenciar un acto cooperativo de una cooperativa de consumo de uno de una cooperativa de 
ahorro y crédito —vi que algunas de las preguntas iban por ese lado— y el impacto que eso genera. 


Lo tercero que quiero consultar es sobre las tasas de interés. Ahora me gustaría centrarme 
en Cossac con respecto al resto de las empresas financieras y otros mecanismos de crédito. ¿Cossac 
se maneja en términos que están por encima o por debajo de la media? Esto también tiene que ver con 
que decisiones de este tipo van a tener un impacto en la tasa y en el riesgo. Me parece que para 
evaluar a todos los posibles beneficiados y afectados necesitamos saber, concretamente, en qué 
condiciones los afecta. 


SEÑORA CASAS. - Respecto a las tres preguntas que el señor senador Delgado realizó, aclaro que 
voy a empezar por la última, que es la que más me compete por mi profesión. 


Las tasas de interés que cobra la cooperativa son las máximas autorizadas por el Banco 
Central del Uruguay. Ya mencioné que, en el caso de crédito de nómina, es el 38,2 % y sube un poco 
en relación con los montos y los tiempos. 


En el caso de crédito de nómina, la tasa máxima autorizada por el Banco Central es 41 % y 
puede llegar hasta el 42 % o 43 %, según el monto y el plazo. En definitiva, las tasas que están fuera 
de la retención, en realidad, son mucho mayores y pueden llegar a los tres dígitos o muy cerca de eso. 


¿Qué es lo que pasa? Cuando los socios son expulsados del sistema cooperativo pasan a 
trabajar y a tomar préstamos con estas tasas. Si bien se dijo en algún momento que la persona puede 
elegir si paga o no sus créditos, eso es hasta cierto punto porque si saca un crédito dentro del sistema 
bancario y no lo paga, probablemente no pueda volver a sacar un crédito. Además, los bancos tienen la 
posibilidad de descontar de las cuentas bancarias y, por lo tanto, tampoco es posible que una persona 
decida si un mes paga el crédito, el mes siguiente no y después vuelve a pagar porque generalmente 
autoriza a que se le descuente de su cuenta. 


Por lo tanto, parte de ese 50 % que teóricamente quedaría libre en el 2021 si se cumple con 
el cronograma, vamos a estar tomándolo con débitos automáticos o en cuotas de préstamos a tasas de 
interés mayores y los socios —o los tomadores de préstamos— van a estar en las mismas situaciones 
con tasas de interés mucho más altas. 


La otra pregunta que había hecho el señor senador refería a qué lugar consideraban las 
cooperativas de ahorro y crédito que deberían tener y si todas las cooperativas deberían tener el 
mismo derecho según lo dispuesto en el literal G). 


Es así, efectivamente. Compartimos que el acto cooperativo es para todos los tipos de 
cooperativas, ya sean de vivienda, de consumo, de ahorro y crédito o de trabajo, si es necesario pagar 
una cuota de servicios. En nuestro caso, particularmente, la cuota de socio —como bien comentaba el 
señor senador— permite una serie de servicios que son fundamentales y que no solo están por debajo 
del crédito de nómina sino también de la cuota de ANDA y de la cuota de cooperativas de consumo. 
Nuestra cuota social, por ejemplo, incluye un servicio de acompañantes —perdón que lo diga— por $ 110 
por mes para ocho horas durante diez días y con un máximo de sesenta días en el año. 


Esos valores son difíciles de conseguir en el mercado y esa cuota está muy por debajo en el 
orden de prelación. Por lo tanto, pocos de nuestros socios pueden acceder a ese beneficio tan 
importante en un momento en que no es fácil conseguir acompañantes para la internación en 
sanatorio. 


En base al planteo realizado, entendemos que hay servicios que deberían tener un lugar de 
prelación por encima —tal vez es un tema para estudiar en otro momento— porque se igualan o se 
acercan a una cuota de servicio mutual como, por ejemplo, la cobertura fúnebre. Los socios deben 
estar al día con la cuota de la cooperativa para tener una cobertura fúnebre. En nuestro caso, además, 
tienen el derecho a ser enterrados en Mater Terra, pero si no están al día con sus obligaciones, lo 
pierden. De hecho, muchos socios lo perdieron porque, cuando intentamos recuperar al socio 
perdonando deudas —también se perdonan cuotas sociales— pierde el derecho a ser enterrado. 


Ese derecho era muy atesorado por muchos de los socios porque es un lugar especial que 
seguramente todos conocen. Es un lugar muy particular y los socios ya tienen a sus familiares allí. 
Pero es muy caro para los socios y, después de haber dejado de pagar alguna de las cuotas, les es 
muy costoso ponerse al día nuevamente. Ello implica que tal vez tengan que volver a sacar un crédito 
fuera del mercado para pagar las cuotas sociales de la cooperativa, cuando la propia cooperativa 
podría haberles solucionado el problema. 


SEÑORA AYALA. - Voy a pedir que se me aclare un punto que, según mis anotaciones, es al revés de 
lo que se acaba de mencionar y quiero tener la certeza. 


Me refiero a las tasas de crédito y de nómina, y las retenciones. Registré que el crédito 
nominal es de 38 % o 39 % y ahora escuché decir que es al revés. 


Por otro lado, quería tener una opinión de los representantes de Cossac sobre el literal G) del 
proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes, que iguala el acto cooperativo, entendido 
este como consumo y ahorro y crédito, a las asociaciones civiles. ¿Qué piensan sobre esto? 


SEÑORA SPÓSITO. - La contadora quiso decir que los préstamos de nómina tienen una tasa de 38 % 
a 41 % y Cossac ya estaba dando préstamos a esa tasa. En realidad, las tasas las fija el Banco Central 
del Uruguay. 


Nuestra cooperativa es con retención —estamos dentro del grupo familiares— y como máximo 
aplicamos una tasa de 41 %. El Banco Central del Uruguay pide 52 %. A nuestros efectos, la tasa del 
préstamo de nómina no tiene casi diferencia, porque son tres puntos menos de lo que estábamos 
cobrando. Por lo tanto, tiramos por tierra el concepto del contador Valcabra de que las cooperativas de 
ahorro y crédito no queremos dar el préstamo de nómina porque no nos gusta la tasa. No es así y 
tenemos los préstamos para demostrar cuál es nuestra tasa. 


En cuanto a nuestra opinión sobre al acto cooperativo y las asociaciones civiles, nos 
remitimos a lo nuestro, que es el cooperativismo. El acto cooperativo, por definición —como ya lo 
dijimos—, es la relación comercial entre un socio y la cooperativa. No sabemos cómo se puede evaluar 
el tema de las asociaciones civiles dentro del acto cooperativo. La verdad es que no tenemos una 
posición en ese sentido. 


SEÑORA AYALA. - En el literal G) aprobado por la Cámara de Representantes antiguamente estaban 
solo las cooperativas de consumo y ahora se insertan las cooperativas de ahorro y crédito y también 
las asociaciones civiles. 


En el acto cooperativo, propio del consumo y del ahorro y crédito —las cooperativas como 
Cossac también están incluidas—, ahora ingresan las asociaciones civiles. Quisiera saber qué opinión 
tienen con respecto a que se iguale el acto cooperativo con las asociaciones civiles. 


SEÑORA SPÓSITO. - Creemos que el acto cooperativo se da entre cooperativas, pero no tenemos 
opinión sobre el tema que me pregunta porque no sabemos cuál fue la intención de los diputados al 
incluir a las asociaciones civiles. 


Por último, queremos decir que en la antepenúltima diapositiva quedó claro que pedimos que 
se apruebe el proyecto de ley tal como llegó al Senado con media sanción de la Cámara de 
Representantes. 


Hay un asunto más que queremos mencionar que, en realidad, capaz que no les aporta 
mucho, pero para nosotros es importante. En relación con los servicios para nuestros socios, aparte de 
que son baratos, como decía la contadora —ella lo ve más en plata y yo lo veo más desde el punto de 


vista humanista—, los derechos de los socios de Cossac son inmediatos y sin límites de edad. Eso no 
es poca cosa en el Uruguay para los jubilados. Si hoy uno va con 60 o 70 años a una empresa fúnebre, 
le dicen que los derechos totales los adquiere a los seis meses o al año; lo mismo sucede con el 
servicio de acompañantes. En cambio, si uno se afilia hoy a Cossac, aun sin haber pagado la primera 
cuota de socio —porque recién se descuenta de la jubilación a los dos meses-, tiene derecho a usar el 
servicio de acompañantes o el servicio fúnebre. Eso vale incluso para quienes tienen 80 años y más. 
De la misma manera, damos préstamos. 


Capaz que para la gente que es un poco más joven o aquellos que tienen un sueldo mejor que 
una jubilación o una pensión, eso no es una prioridad. Justamente, nuestros socios son personas que 
tienen un promedio de ingresos de $ 15.000, que no quieren dejar deudas a sus familiares o desean 
prever quien los va a cuidar cuando estén enfermos. Eso tiene un peso muy caro para el pensionista o 
el pasivo. 


Es importante que se entienda que si no se aprueba esto y nosotros no volvemos a tener el 30 
% como acto cooperativo —como nos corresponde por ser una cooperativa— se va a repetir una 
situación similar a la de 2017. 


Agradecemos a todos los miembros de la comisión por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros también agradecemos su visita. Han sido muy ilustrativos. 


(Se retira de sala la delegación de Cossac). 


(Ingresa a sala la delegación del Sector Financiero Privado de la Asociación de Empleados Bancarios 
del Uruguay). 


-La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida a la delegación del Sector Financiero 
Privado de AEBU, compuesta por los señores Ernesto Palomeque y Aníbal Peluffo, y las señoras 
Viviana Grajales y Soledad Giudice. 


El propósito de la reunión es conocer su opinión sobre el proyecto de ley de Retenciones 
sobre Retribuciones Salariales y Pasividades a estudio de esta comisión que propone modificaciones a 
los artículos 1.* y 3.* de la Ley n.* 17829. 


SEÑOR PALOMEQUE.- Buenos días. En primer lugar, como representante de AEBU quiero agradecer, 
una vez más, el interés del Parlamento en este tema —en este caso, por parte de la Comisión de 
Hacienda-— al escuchar nuestra opinión como sindicato de los trabajadores del sistema financiero, en 
este caso particular, sobre un aspecto que tiene que ver con el proceso de inclusión financiera. 


Desde el comienzo del debate parlamentario y público del primer proyecto de ley de inclusión 
financiera, siempre nos interesó, como sindicato, hacer nuestro aporte y dar nuestra opinión, en el 
entendido de que esas ideas iban a impulsar el desarrollo para mejorar y acercar los servicios 
financieros al conjunto de la población, fundamentalmente a aquellos sectores que en general no eran 
atendidos —y quizás algunos todavía no estén atendidos debidamente- por el sistema financiero en su 
conjunto. 


Cuando hablamos del sistema financiero no debemos referirnos solamente a los bancos como 
lo hacíamos antigua y genéricamente, sino también al sistema cooperativo, que ya existía desde hace 
unas cuatro décadas y es una de las cuestiones que hoy nos trae aquí. Ha cumplido un rol 
fundamental, tanto en esta área como en otras de la economía nacional, aportando al desarrollo 
personal y de las familias y al mejoramiento de las condiciones de la vida de la gente en los llamados 
sistemas solidarios o sociales como el cooperativismo que permiten que los uruguayos, las uruguayas 


y sus familias puedan integrarse de una forma no tan lucrativa a actividades que, en este caso, sin 
duda tienen que ver con la economía. 


En cuanto al punto central que nos preocupa, como lo hicimos en distintas instancias durante 
el debate sobre inclusión financiera, una de las cuestiones en las que nosotros insistimos muchísimo 
desde el comienzo tiene que ver —y lo menciono solamente al pasar— con los aranceles que cobraban y 
cobran aún las tarjetas de crédito y débito porque tenían importantes costos para los usuarios y para 
los comercios. Felizmente, como producto del debate que se ha dado en este Parlamento y a nivel 
público en el que humildemente AEBU pudo aportar algunas ideas, el proceso ha mejorado y ha 
permitido que ni los usuarios ni los comercios tengan un elevado costo que podría estar limitando la 
actividad comercial. 


Respecto a las retenciones, venimos una vez más preocupados —como lo planteamos en el 
comienzo de aquel debate sobre la inclusión financiera— por lo que es en el sistema financiero el 
cooperativismo, integrado por las cooperativas de ahorro y crédito, la empresa ANDA y el 
cooperativismo de consumo. Particularmente, en estos momentos nos preocupa el impacto que ha 
comenzado a tener en los números de las cooperativas de ahorro y crédito y de ANDA el aumento del 
llamado intangible en las retribuciones salariales y las pasividades —jubilaciones y pensiones— por el 
hecho de que, por el orden de prelación, por el porcentaje que ha ido subiendo y hoy está ubicado en 
el 35 % y por la decisión del BPS de elevarlo al 50 % sin esperar la cadencia que se había acordado, 
estas empresas no llegan a cobrar los créditos que otorgaron porque no entran en el descuento del 
salario o de la pasividad. Es más, a veces ni siquiera se descuenta la cuota social de los usuarios, 
socios o cooperativistas de estas empresas, y eso les impide acceder a algunos beneficios que tienen 
por el hecho de ser socios. Un ejemplo dramático es el servicio fúnebre y otro menos dramático, el 
servicio de acompañantes en situación de enfermedad. A veces ni siquiera esa cuotita, que no es un 
gran monto, entra en el descuento y cae el derecho a esos servicios. 


En el terreno de afectación directa de estas empresas, sucede que —vamos a manejar algunos 
números- cuando las personas solicitaron un crédito y se estableció una cadencia de determinada 
cantidad de cuotas y montos, en determinado momento por el aumento de este intangible no entró el 
descuento de esa cuota del crédito y eso, acumulado, en las cooperativas de ahorro y crédito y en 
ANDA está teniendo un impacto muy significativo porque van cayendo en forma importante la 
recaudación y la cobranza de esas cuotas. Esto está pegando directamente en los niveles de 
morosidad en las cooperativas de ahorro y crédito y en ANDA; concretamente, podemos ubicar el 
promedio de morosidad en alrededor del 25 % y, como resultado de ese impacto, la morosidad está 
subiendo entre 8 y 10 puntos. Un impacto similar está sufriendo la empresa ANDA en cuanto al 
otorgamiento de créditos. Es sabido que cuando la morosidad comienza a aumentar en un sentido 
importante y dramático, empieza a pegar directamente en los niveles de capital y patrimonio de estas 
empresas. 


Solicitamos que se tenga presente a un sector muy importante, como es el de las empresas, 
que dan servicios de créditos —entre otros— al conjunto de la ciudadanía que no tiene las puertas 
abiertas en los bancos oficiales ni privados. Creemos que se debe estudiar la posibilidad de que esta 
cadencia de aumento del intangible no pegue de la forma en que lo está haciendo. 


Finalmente, consideramos importante tener en cuenta que el sistema cooperativo de ahorro y 
crédito otorga el 1 % del volumen de los créditos a las personas y familias en el país. Sin embargo, 
genera el 5 % de los puestos de trabajo del sistema financiero. Quiero decir con esto que este sistema 
cooperativo en el sistema financiero es mucho más generador de empleo, cuestión que sin duda nos 
preocupa como sindicato. No tenemos la menor duda de que a los legisladores también les preocupa el 
tema, ya que queda patente en cualquier debate que se dé a nivel público o en el Parlamento en el que 
se esté soslayando o tratando directamente los niveles de empleo. Más aún cuando las últimas cifras 
conocidas públicamente en el país muestran que en estos últimos meses el índice de desempleo está 
subiendo en términos preocupantes. 


Si mal no recuerdo, desde 2007 no teníamos el nivel de desempleo del último dato del mes 
que conocemos. Consideramos que se debe estudiar este tema, ya que en el sistema cooperativo de 
ahorro y crédito trabajan —siempre mirando los números históricos— alrededor de mil empleados 
distribuidos en Montevideo y en el interior, y distribuidas también las redes en Montevideo y en el 
interior. En la empresa ANDA trabajan algo más de mil quinientos empleados. Es decir que no estamos 
hablando de diez o veinte trabajadores, que serían importantes igual, sino que nos estamos refiriendo a 
un universo de algo más de dos mil quinientos trabajadores con el impacto y el derrame que esto tiene 
en sus familias y en su entorno. 


No quiero ocupar más tiempo. Agradezco la oportunidad que nos dieron de estar aquí y 
quedamos a las órdenes para cualquier duda que tengan o pregunta que deseen realizar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Su exposición ha sido muy clara. 


Quiero aprovechar la argumentación en la misma dirección en que lo hizo la delegación de 
Cossac, para consultarlos con relación a un tema concreto. 


Aquí hay dos partes que involucran las distintas modificaciones que se están tratando, desde 
la variación del intangible hasta la equiparación de las cooperativas de ahorro y crédito, de consumo y 
la incorporación de las asociaciones civiles; en fin, se trata de todo lo que implica la prelación y lo que 
define esta norma. Concuerdo en el diagnóstico y en la defensa que hace el sector financiero de AEBU 
en cuanto a que involucra a todas las partes que se incorporan y se mantienen en esto. Pero hay otra 
parte que es el usuario que está vinculado a esa cadencia de aumento del intangible. 


Me queda bien claro lo que sucedió con los cambios, es decir cuáles fueron las 
consecuencias tanto para Cossac como para el resto de los que se involucran en la defensa. 


La consulta es la siguiente: ¿con el corrimiento que el Parlamento está planteando —que no 
se trata de una modificación de echar para atrás sino de postergar-, la situación que hoy se corrige se 
va a volver a dar dentro de algunos años? ¿Estamos emparchando algo que se va a plantear de nuevo 
dentro de dos años, o estamos asumiendo que con este parche definitivamente vamos a caminar hacia 
algo que no se va a modificar? Quiero ayudar a Cofac. Quiero ayudar a las cooperativas de ahorro y 
crédito, y a las cooperativas de ahorro y consumo por todo lo que representan, pero no quiero dejar de 
ayudar a los que en definitiva se pretende cuidar, dándole un poco más de liquidez, fundamentalmente, 
al pasivo. La duda que me queda después de haber escuchado a los integrantes de Cossac antes y a 
ustedes ahora es si, en definitiva, dentro de dos años no vamos a volver tener este corrimiento para 
saldar lo que sucedió. Me gustaría que nos dieran una definición conceptual al respecto. 


SEÑORA GRAJALES.- Mi nombre es Viviana Grajales. Soy funcionaria de una cooperativa y 
represento al sector dentro de AEBU, por lo que estoy al tanto de la situación, que la vivimos en el día 
a día, ya que estamos en contacto con todas las cooperativas. A lo único que ayuda el corrimiento es a 
una muerte lenta. El espíritu de la ley de inclusión financiera es muy bueno, pero en los hechos, más 
allá de lo macro, tanto los usuarios como los funcionarios de las cooperativas, que lo viven diariamente, 
se van a ver afectados. Lo cierto es que se trata de una ley un poco paternalista en el sentido de que 
cuida que los jubilados y las personas de pocos recursos no se endeuden, pero esa no es la realidad; 
en los hechos, todo este tema de la inclusión financiera y el intangible para mantenerlo en un límite 
más alto va a hacer que esos propios socios y clientes de cooperativas se endeuden a tasas altísimas, 
que es lo que está pasando hoy. Esta ley habilita a las cooperativas a dar préstamos con tasas de 
hasta 142 %, que es más o menos el límite de la usura. La realidad es que hoy en día, en muchos 
casos, los jubilados mantienen a toda la familia. Se endeudan, se van a seguir endeudando y las 
personas de bajos recursos también. Esto hace que por no poder acceder a una tasa de un 42 % y con 
la imposibilidad de sacar préstamos en otros lugares —porque muchas veces están endeudados y en el 
Clearing=, las personas de bajos recursos se deriven, pierdan poder adquisitivo y vayan a otras 
instituciones financieras donde las tasas son altísimas. Eso es lo que está sucediendo hoy. Por lo tanto, 
con esta ley que se aprobó se aseguró la muerte de las cooperativas a mediano plazo. Entendemos 
que tuvieron muchas pérdidas y eso pone en riesgo los puestos de trabajo de todos los funcionarios de 
las cooperativas. Si bien se había previsto mantener el acto cooperativo y el 30 % del intangible, ahora 
el problema lo tenemos las cooperativas de ahorro y crédito. Estamos en una situación muy difícil. En 
conjunto ANDA y las demás cooperativas tienen alrededor de 3.000 puestos de trabajo, además de las 
tercerizaciones y de los puestos indirectos, y el riesgo que se corre es que al no poder ofrecer 
préstamos y crecer la morosidad, se pierdan empleos efectivos y de calidad, que no serían 
recuperables. Como decía hace un rato el señor Palomeque, el desempleo ha subido y me parece que 
tenemos que estar muy atentos en ese sentido. Como representantes sindicales estamos al tanto de 
esa problemática que tenemos hoy y entendemos que todo esto nos va a afectar a mediano plazo. 
Vamos a empezar a perder puestos de trabajo. Ya tenemos cooperativas chicas que están al borde del 
cierre. Las cooperativas que se han administrado más prolijamente —porque de por sí este es un sector 
complejo— han tenido pérdidas bastante grandes. Lo que nosotros estamos pidiendo es que el acto 
cooperativo sea el mismo para todas las cooperativas, tanto para las de consumo como para las de 
ahorro y crédito. Queremos que se contemple que esto no solo va a afectar nuestros puestos de 
trabajo, sino también a los usuarios. El espíritu de la ley era de ayudar para que no se endeudaran, 


pero lo que termina pasando es que ambas partes salen perjudicadas: el usuario y los funcionarios de 
las cooperativas. 


SEÑOR DELGADO.- Es un gusto recibir al Consejo del Sector Financiero Privado de AEBU para 
hablar sobre este tema. En el informe de Inacoop y en el debate que tuvo la Cámara de 
Representantes sobre este proyecto de ley se habló de una cifra que me preocupó, que es la de que 
las cooperativas de ahorro y crédito perdieron cerca de USD 25:000.000 en el marco del programa de 
inclusión financiera. ¿El sindicato percibió esta baja en la actividad, esta pérdida a raíz de la inclusión 
financiera? 


Más allá del tema laboral y sus repercusiones, ¿entienden que este proyecto de ley, sumado 
al marco general, afecta la viabilidad de algunas cooperativas de ahorro y crédito? 


SEÑOR PALOMEQUE.- En primer lugar, no diría que el proceso de inclusión financiera es el que 
generó el impacto de las pérdidas del último período. Según nuestro análisis, el impacto proviene 
directamente de este aspecto del aumento de los intangibles porque, por el contrario —-como dijimos al 
principio- el proceso de inclusión financiera está permitiendo que importantes sectores del país 
accedan al sistema financiero cuando antes no tenían esa posibilidad o, más bien, a veces eran 
corridos. Sin dudas que las cifras son preocupantes, pero quiero hacer la aclaración de que, por lo que 
establece la normativa, la información de los balances de las cooperativas de ahorro y crédito no está 
disponible como sí lo está la de los bancos, a través del Banco Central del Uruguay. No disponemos 
del mismo detalle y la misma profundidad de información, pero quizás el Parlamento puede solicitar 
esos datos para tener absoluta seguridad de lo que está ocurriendo. Sí interesa aclarar que desde 
nuestro punto de vista el impacto está generado por el aumento de la aplicación del porcentaje de 
intangible. 


Como se dijo, esta moneda tiene dos caras: la salud de las empresas y el interés de los 
usuarios. Preguntémonos qué pasaría si a los bancos, privados y públicos, le impusiéramos una 
limitante similar, por ejemplo, que no le pudieran cobrar a las empresas que son deudoras de esos 
bancos —por ejemplo, el Banco de la República— más de determinado porcentaje de lo que son sus 
resultados anuales; creo que no resistiría ni siquiera el Banco de la República. Eso es lo que nosotros 
estamos percibiendo desde nuestro análisis con las cooperativas de ahorro y crédito y, en particular, 
con Anda: no vemos que puedan resistir a mediano plazo este impacto con una situación sana en sus 
números. La situación del usuario no se resuelve —recién lo decía claramente la señora Grajales— 
porque el trabajador, jubilado o pensionista que no consigue que le den crédito en el sistema 
cooperativo, da la vuelta a la esquina y va a una empresa financiera a solicitar un crédito mucho más 
caro. Generalmente no le importa cuánto va a pagar de interés, ni siquiera lo pregunta, ni lo lee en la 
letra chica, pero sí le interesa cuál va a ser la cuota que deberá pagar. Es así como se venden los 
créditos de distintas empresas financieras, que no interesa citar, y lo vemos hasta en la televisión: $ 25 
en tantas cuotas de equis dinero. Entonces, la persona dice: «¿Puedo pagar 800 pesos? ¿Puedo 
pagar 500? ¿Puedo pagar 1300? Lo analiza un poco y se tira al agua sin medir el costo que, a la larga, 
tiene esa bola de nieve que se va agrandando. Entonces, ese impacto termina siendo muy negativo 
para los usuarios que, en muchos casos, tienen ingresos reducidos y, en otros, elevados en términos 
reales, pero esa bola de nieve no les permite administrar en forma sana esos ingresos para poder 
mantener a su familia como deberían. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Sector Financiero Privado de 
la Asociación de Bancarios del Uruguay y estamos a la orden. 


SEÑORA GRAJALES.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y esperamos contar con su 
apoyo para superar este tema. 


(Se retira de Sala la delegación del Sector Financiero Privado de la Asociación de Bancarios del 
Uruguay). 


(Ingresa a Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo y de la 
Asociación de Funcionarios de Cooperativas de Consumo). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a las delegaciones de la Asociación de Funcionarios de 
Cooperativas de Consumo y de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo, integradas por 
el señor Walter Moras, contador Jorge Roballo, doctor Ismael Blanco, señor Jorge Alvariño y el doctor 
Gerardo Montes. El propósito de esta reunión es conocer la opinión de quienes nos visitan sobre el 
proyecto de ley a estudio de esta comisión, que propone la modificación de los artículos 1.* y 3.9 de la 
Ley n.* 17829, relativa a las retenciones sobre retribuciones salariales y pasividades. 


SEÑOR BLANCO.- Buenos días. Gracias por recibirnos. Ya hemos estado en otras oportunidades en 
la Comisión de Hacienda hablando de este tema y de otros, colaterales o similares. 


Nosotros venimos trabajando desde que se aprobó en la Cámara de Representantes esta 
modificación a la ley de inclusión financiera en el entendido de que cambió lo que se había ordenado a 
partir de su sanción en todo lo que tiene que ver con el ámbito de la ley de prelaciones. 


Ustedes quizás tengan las versiones taquigráficas de nuestras comparecencias y de repente 
vamos a repetir algunas cosas, pero es fundamental entender lo delicado del problema. No voy a 
subestimar la capacidad de los señores senadores, pero cualquier alteración en un orden de prelación 
establecido durante tanto tiempo, modifica las reglas de juego en todo lo que tiene que ver con la 
economía social. 


Históricamente las cooperativas de consumo jugaron un rol de auxilio fundamental para 
aquellos que menos tenían, más en momentos de crisis del país, por ejemplo, en la del 2002. 


Cuando dimos la discusión en distintas instancias —como cuando se planteó la reforma 
tributaria, al inicio de la inclusión financiera y ahora, a partir de esta media sanción-—, tratamos de 
explicar nuestro punto de vista con una única argumentación: lo que queremos es fortalecer la 
economía social, pero también proteger a aquellos que son más débiles frente a otros. 


Uno de los aspectos que nos llamó poderosamente la atención, y en el cual hicimos énfasis, 
fue que se equiparó a las cooperativas, en general, con las asociaciones civiles, concretamente, ANDA 
y la portuaria. Aquí vemos que se están comparando distintos tipos de entidades. 


Para eso trabajamos también buscando una propuesta, porque no venimos solo a reclamar, y 
pensamos que a nivel del cooperativismo —a través de Cudecoop, que es quien nos congloba—, había 
que encontrar una solución en común. Tanto las cooperativas de consumo, como las de ahorro y 
crédito, en estos días y desde el año pasado fundamentalmente, están buscando una solución donde, 
por ejemplo, lo que estaba establecido como acto cooperativo de consumo, no se distinga como tal, 
sino que haya acto cooperativo en general y que entre las cooperativas nos regulemos como lo 
hacíamos anteriormente. De esa manera solucionaríamos lo que podría ser un conflicto. A su vez, 
también entendíamos pertinente una lógica de reclamo de las cooperativas de ahorro y crédito, sobre 
todo las del interior y las más pequeñas, que tienen una apuesta a la producción nacional. 


Hasta ahí hemos avanzado. Ante la convocatoria de la comisión, vinimos a traer algunos 
argumentos que trasmitimos a los señores senadores individualmente en su momento para reforzar la 
idea y, sobre todo, orientar respecto a que queremos que no se ponga en el mismo lugar lo que es 
diferente. Dentro del concepto de la economía social no todos tienen el mismo porte ni alcance. Por 
eso, en primer lugar, defendemos a las cooperativas de consumo. En cuanto a la política de 
retenciones, esto no solo abarca a consumo y a ahorro y crédito, sino que tiene que ver con un 
beneficio que se da a las cooperativas de producción y a las cooperativas de vivienda utilizando la 
herramienta de la retención. 


Si el señor presidente lo permite, quisiera que haga uso de la palabra el compañero Jorge 
Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- Buenos días. En primer lugar, quiero agradecer a los señores senadores por 
recibirnos en este ámbito. Lamentablemente, estamos trabajando en un proyecto de ley que tiene 
media sanción y sobre el que no pudimos opinar en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes. Hoy vamos a intentar explicar cómo puede afectar, en particular, a las cooperativas de 
consumo. 


Me voy a retrotraer un poco a la génesis y al desarrollo del problema al día de hoy. El 
Uruguay, luego de muchos años, logró encontrar una solución para que los trabajadores enfrentaran el 
endeudamiento y pudieran cobrar determinada porción de su salario, salvaguardándolo a través del 
intangible y de la Ley n.* 17829. 


Sucesivamente se fue avanzando hasta llegar a la ley de inclusión financiera, en la que se 
modifica el artículo 1. de la Ley n.* 17829 y se establecen determinadas prelaciones en las que se 
incluye a las cooperativas de consumo. 


Cuando se intenta modificarlo nuevamente a través de este proyecto de ley, se equipara a 
todos en el literal G) —estamos hablando de cooperativas de ahorro y crédito, cooperativas de consumo 
y asociaciones civiles— y se deja mezclado el crédito de nómina, lo primero que se está haciendo es 
tirar abajo un instituto que se generó sabiamente en la ley de inclusión financiera, que controla las 
tasas de interés para que los trabajadores puedan acceder al endeudamiento a una tasa razonable y 
totalmente diferente de la que se cobra cuando se dan créditos que están garantizados con retenciones 
o sin ellas, que van hasta el 115 %, 120 % o 130% dependiendo de la modalidad en que se otorguen. 
El promedio que se cobra en los créditos de nómina es del 42 %. ¿A cambio de qué? De que ese 
crédito de nómina tenga un lugar privilegiado a la hora de descontar. 


Hasta ahí esto viene bien. Lo que ocurre es que si creamos este instituto y colateralmente 
hacemos que se equipare a las asociaciones civiles, las cooperativas de ahorro y crédito y las 
cooperativas de consumo, propiamente estamos tirando abajo al instituto que buscaba que se regulara 
el crédito al consumo de una manera diferencial y a tasas preferenciales. 


¿Por qué eso nos afecta a nosotros? El legislador originalmente, cuando incluyó a las 
cooperativas de consumo, buscó proteger el gasto. ¿Por qué? Porque los socios de las cooperativas 
de consumo básicamente compran productos de supermercado y electrodomésticos; no consumen 
artículos que no sean de primera necesidad. Eso se puede constatar en la masa social de la 
Cooperativa de Previsión Social, en la Cooperativa Policial, en la militar y demás cooperativas. Son 
poblaciones que hoy están alejadas del crédito al consumo porque no tienen una tarjeta de crédito. 
Cuando van a pedir un crédito para después consumir, si no tienen la posibilidad de acceder a un 
crédito de nómina, se les van a cobrar tasas superiores. Entonces, por ese mecanismo se buscó 
equiparar el gasto de las familias uruguayas al crédito de nómina y se mantuvo una equiparación entre 
lo que es el crédito de nómina y el crédito de las cooperativas de consumo. 


Eso trajo un ruido a la interna del cooperativismo de consumo, puntualmente con ahorro y 
crédito porque, si bien ellos pueden acceder al mismo descuento que tenemos nosotros, están 
reclamando que no tienen acceso al crédito, ya que si prestan al 42 %, manejándose con fondos que 
no son propios a una tasa mayor o similar, no les queda un margen como para poder operar. 


Ahí apareció el primer problema que tratamos en el proyecto sustitutivo que traemos. 
Planteamos hacer un acto cooperativo amplio, y ahí sí empieza a tallar fuertemente lo que se decía 
respecto a la economía, al porte que tiene cada una de estas modalidades en la economía uruguaya. 


Las asociaciones civiles y, puntualmente ANDA, ocupan el 90 % del mercado de las 
retenciones. ANDA tiene -y lo dijeron aquí, lo he recogido de las versiones taquigráficas— un patrimonio 
de USD 128:000.000, hace 3:500.000 de operaciones por año, da créditos de nómina y créditos al 
consumo y, además, cuenta con el renglón de alquileres. O sea que si a ANDA, que tiene el 25 % de 
alquileres y el 20 % de nómina, le dejamos el resto, lo equiparamos y lo ponemos al mismo nivel de las 
cooperativas de consumo, terminará acaparando el mercado. 


¿Qué va a implicar esto? Que a partir de la promulgación de la ley —en su aplicación tardía en 
algunos casos, por ejemplo, en el Banco de Previsión Social- las cooperativas de consumo 
reestructuraron sus políticas crediticias y empezaron a dar crédito con esa realidad. Si nosotros 
cambiamos esto, automáticamente el renglón de descuento que ocupan las cooperativas queda 


ocupado por otros agentes de retención y empieza a caer la cadena de pagos, no se pagan salarios y 
se dan un montón de situaciones más. 


Ese es el primer efecto y el más contundente que aparece en este artículo. 


El segundo problema es permitir perforarle el intangible a todo el mundo. Aquí vuelvo a lo 
que dije hace unos minutos: el intangible —debido a una mala aplicación por parte del Banco de 
Previsión Social- tuvo determinadas consecuencias, tanto para los pasivos como para las instituciones 
con retenciones, y se corrió el cronograma. En eso no hubo ningún problema. Fuimos contestes, 
tuvimos una reunión con Onajpu y el tema quedó saneado. Es más, los legisladores lo solucionaron el 
año pasado. 


El tema es que tampoco —este proyecto de ley así lo plantea— se puede permitir que 
cualquiera perfore, porque acá se buscó que perfore siempre y cuando sea gasto. Además, el porte 
nuestro, si perforamos como lo hacemos ahora, es menor con relación a la masa de retenciones. 
Entonces volvemos a la misma dirección: el más grande tendrá más beneficios que el más chico y 
vamos a terminar en un paraguas de economía social «uniempresarial» o «uniasociativo», como 
quieran llamarlo. En definitiva, eso no debería pasar porque tendría consecuencias inmediatas para el 
sistema cooperativo de bajo consumo. 


SEÑOR MONTES.- Gracias por recibimos. Quiero profundizar las líneas planteadas por mis 
compañeros. 


Acá hay un elemento central: nosotros tenemos que contextualizar la ley de inclusión 
financiera y la modificación, que tiene media sanción, en la política pública vinculada al desarrollo del 
sistema cooperativo; de lo contrario, podemos pensar que estar normativa solamente es una cuestión 
de quién cobra primero los créditos generados. Ese es un error conceptual importante. 


Necesariamente tenemos que relacionar el sistema de retenciones con la política pública que 
se desarrolló en este país con la aprobación de la ley general de cooperativas a partir de 2008, cuando 
no solamente se moderniza la legislación en materia de cooperativas, sino que se crea una persona 
pública no estatal, integrada por delegados del Poder Ejecutivo y el propio movimiento cooperativo: el 
Instituto Nacional del Cooperativismo. 


El compromiso del Estado en desarrollar esa política pública es de tal medida que, a través 
de esta nueva institucionalidad, para la promoción del sistema cooperativo se le otorgan recursos, 
fondos que actualmente son administrados por el propio instituto. Esto sucedió en el año 2008. 


En el año 2011 se modifica la integración del Inefop y se reconoce que, si bien está 
organizado sobre la base del tripartismo clásico en el sistema de relaciones laborales, habría un cuarto 
integrante en su directorio, representante de la economía social, cuya entidad más representativa es 
Cudecoop. Si bien no se le da voto, se le da la posibilidad de participar con voz. Esto es muy 
importante porque quiebra el concepto clásico de tripartismo. 


Hay un cuarto tipo de organizaciones que no encajan en las relaciones de cámaras 
empresariales ni de movimiento sindical porque hay una concepción filosófica de la relación capital y 
trabajo distinta que ha dado resultados muy importantes en esa construcción colectiva. 


Luego tenemos la creación del Fondes como herramienta de financiamiento en los 
emprendimientos cooperativos. La primera etapa fue para empresas recuperadas que adoptaron el 
formato de cooperativas de trabajo. A partir del 2016 se generó una nueva institucionalidad a nivel del 
Fondes, con la creación del Fondes—-Inacoop —actualmente operativo-, que cuenta con un plan de 
recambio, de análisis de planificaciones estratégicas e involucra a todo el sistema cooperativo. 


En 2016 y 2017 también llegamos a la aprobación de un elemento muy importante: el 
Sistema Nacional de Competitividad, donde se identifica claramente la importancia de la participación 
del sistema cooperativo. 


Del correlato de los distintos dispositivos legales que se han ido aprobando como 
podrán observar los señores senadores—, se advierte una política pública orientada al desarrollo de 


organizaciones que, de acuerdo a los datos de la Inacoop, ha potenciado el surgimiento, la creación y 
el desarrollo de cooperativas de prácticamente todas las clases. 


Ahora bien, el proyecto refiere al acto cooperativo. ¿Cuál es aquel elemento central? ¿Cómo 
construye usted un proyecto solidario, de impacto, en coordinación con la política pública, vinculado al 
desarrollo de justicia social, si no existen mecanismos de financiamiento directo? 


El Fondes ha sido un paso gigantesco para lograr recursos propios. El funcionamiento del 
Inacoop ha sido determinante. El desarrollo de políticas educativas del Inefop con el Inacoop está 
permitiendo una reconversión de los modelos de gestión del sistema cooperativo. Si no visualizamos 
que el acto cooperativo es la piedra angular del financiamiento del sistema y si no hay mecanismos 
propios de financiamiento, no hay viabilidad de desarrollo. El acto cooperativo necesariamente se 
relaciona con tres dimensiones: el financiamiento; la parte educativa, de formación productiva y de 
capital humano, y los proyectos de intercooperación. 


Actualmente el movimiento de consumo, junto con el Inacoop y con el movimiento 
cooperativo, está trabajando en un proyecto —es el segundo año que se están haciendo experiencias 
piloto- denominado «sistema integrado de cooperativismo de consumo». Vean que no estoy hablando 
de sistema integrado de cooperativas de consumo. Esto no es accidental. Se entiende que el 
cooperativismo de consumo es transversal a todas las clases cooperativas. 


¿En qué ha consistido este proyecto? En que las cooperativas negocien sobre la base de un 
catálogo y compren al mismo costo —lo que quiere decir que se pone en tela de juicio el tema de la 
asimetría—, con lo que se destruye conceptualmente el elemento que diferencia al capitalismo 
tradicional, que son las escalas para generar poder en los procesos de negociación. Pero, ¿qué 
elementos se incorporan en este momento? Respecto al crédito que le otorga el Inacoop para pagarle 
al proveedor, la cooperativa de consumo cede el derecho de retención para que aquel, en caso de 
incumplimiento del pago del crédito, pueda cobrar los créditos que fueron otorgados. Esto quiere decir 
que la tasa de riesgo que tiene este proyecto es tasa cero. 


¿En qué etapa estamos? El proyecto ahora va a avanzar en el sentido de que un socio de una 
cooperativa de vivienda va a comprar en un catálogo elaborado por una cooperativa de trabajo, 
utilizando el mecanismo de financiamiento por medio del acto cooperativo y el sistema de retención. 
Ello permitirá que tanto la Inacoop, las cooperativas de ahorro y crédito o el Fondes-Inacoop, cobren 
los créditos otorgados y así aumente la incidencia del sistema cooperativo. 


¿Qué está planteando este sistema? Que la riqueza que genere el sistema cooperativo quede 
dentro del sistema cooperativo, sin desarrollar espacios de concentración de poder por una cuestión de 
escala. 


El proyecto tal cual viene aprobado de la Cámara de Representantes, equipara “como muy 
bien planteaban los compañeros- el crédito de nómina —que es un elemento central en la política de 
inclusión financiera; entendemos que debe tener la prioridad y estamos de acuerdo en cómo está 
planteado conceptualmente—; habilita el acto cooperativo de consumo y el acto cooperativo de ahorro y 
crédito, y establece asociaciones civiles. 


Entendemos que por cuestiones incluso de visión estratégica y de aspectos ideológicos 
vinculados al principio y al valor de solidaridad, no podemos discriminar el acto cooperativo por clase. 
¿Qué cooperativa puede enviar la retención? La que el legislador y el poder público haya autorizado 
para el envío de la retención. Pero el acto cooperativo es una herramienta transversal del 
financiamiento para crear cadenas de valor basadas en solidaridad interna, donde no se potencia la 
formación de situaciones de concentración de recursos o de escala. 


Naturalmente, al plantear esto, también consideramos el respeto que debe tener la 
cooperativa—que actualmente está habilitada por ley para el envío de la retención— en el orden de la 
retención —o sea, quién retiene primero—, dado por la antigúedad en el ejercicio del derecho de 
retención y como resultado del ejercicio pleno del derecho legal establecido. Eso es indiscutible; el 
orden no está dado por ser cooperativa de ahorro y crédito, de consumo ni de cualquier otra clase. 


Cuando hacemos referencia al tema de las asociaciones civiles, uno puede llegar a la 
conclusión que nosotros no estamos creyendo en el fortalecimiento de la economía social. No; no se 
está poniendo en tela de juicio el desarrollo de la economía social. Lo que estamos planteando es que 


cada tipo societario debe ser tratado con el cuidado debido porque si igualamos a todas, sin ver cuál es 
el segmento del mercado donde está participando, podemos generar procesos de concentración de la 
riqueza dentro incluso del sistema cooperativo y de la economía social. Por eso no planteamos que 
todo se nivele; sí que haya una política pública que consolide lo actuado desde 2008 y que le permita 
al movimiento cooperativo —no al consumo- desarrollar un proceso sistémico de intercooperación, pero 
el mecanismo de financiamiento es el acto cooperativo y la ley de retenciones. 


El elemento central aquí no es solamente el orden de prelación sino para qué vamos a 
utilizar el mecanismo de financiamiento propio para el movimiento cooperativo. En esta Legislatura 
vamos a presentar las modificaciones a la Ley n.* 18407, que es necesario actualizar, modernizar. 
Tengan en cuenta que si uno digita en el buscador la palabra «intercooperación» dentro de la Ley 
n.* 18407, no la encuentra porque no está. Hay mecanismos de integración y de intercooperación, pero 
no los reconocemos específicamente. En la etapa que se viene, como resultado de esa política pública, 
tiene que haber planes de desarrollo de intercooperación donde la piedra angular sea el financiamiento 
directamente por el sistema de retención. Por eso planteamos que se reconozca un acto cooperativo 
amplio sin distinción de clases cooperativas, que el orden de prelación esté determinado por la 
antigúedad en el ejercicio del derecho y que en el caso de las asociaciones civiles, por participar de 
una lógica de organización y un peso del mercado diferentes, estén en un renglón independiente. 


Esto determina que desarrollemos la política pública con mecanismos de intercooperación, 
donde el énfasis no esté más en la clase cooperativa sino que formemos parte de un proceso de 
desarrollo sostenido para lograr tener un impacto en los procesos de desarrollo económico del país. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR DELGADO.- Simplemente quiero hacer una consulta, aunque el doctor Montes hizo una 
presentación que fue casi un alegato sobre el tema en cuestión, otros temas conceptuales y algunas 
propuestas de modificación de la Ley n.* 18407. Esto es algo de lo que hemos hablado muchas veces. 
Además, esta ley se aprobó por unanimidad y estableció el concepto de acto cooperativo —algo 
innovador— para todas las modalidades cooperativas. 


Creí entender que hay algo sobre lo que quiero preguntar que el doctor Montes ya mencionó 
y me gustaría dejarlo claro. Quisiera saber si para ustedes existe algún motivo para diferenciar la 
calidad del acto cooperativo en función de que se trate, por ejemplo, de una cooperativa de consumo 
con respecto a otra de ahorro y crédito u otra diferente. Me pareció entender que no, que defienden el 
concepto de acto cooperativo para todas las modalidades. Por lo menos ese fue el espíritu de la ley 
original, pero me interesa que quede claro, si es que entendí bien lo que surge de su exposición. 


SEÑOR MONTES.- En la línea de lo planteado por el señor senador Delgado hay algo que debe 
quedar claro. El acto cooperativo es tal sin importar la clase cooperativa. Sin embargo, estamos 
hablando de una norma que regula el tema del financiamiento a través del sistema de retención. 
Precisamente, en el proyecto de ley que se plantea decimos: «¿Qué cooperativa puede enviar la 
retención?» Hablamos de actos de socios en su cooperativa —no importa la clase—, la que debe estar 
habilitada por la ley para que pueda realizar el envío de la retención. 


Actualmente, dado el sistema actual de retención, las cooperativas que tienen facultad legal 
para el envío de la retención son, sobre todo, las de consumo y las de ahorro y crédito; las de vivienda 
tienen un tratamiento especial en la propia Ley n.” 18407. Pero, ¿qué sucede? Si hoy o mañana el 
legislador habilita una cooperativa de trabajo a que pueda mandar el mecanismo de envío de la 
retención, ¿por qué no puede utilizar el mecanismo por la línea de acto cooperativo? Creemos que es 
legítimo que el movimiento discuta política y socialmente ese proceso de reconversión y de 
mecanismos propios. 


Ahora bien, en el momento en que diferenciamos tipos de actos cooperativos de acuerdo con 
la operación económica que se celebra dentro de la cooperativa entramos en un terreno de 
balcanización del sistema. El uruguayo es muy del chacrismo y nosotros no podemos ver el desarrollo 
del sistema cooperativo si no generamos condiciones legales y objetivas de formación de cadenas de 
valor de intercooperación. 


Esto no se refiere a que las cooperativas de consumo compren juntas, sino a que la producción de una 
cooperativa de trabajo que requiere financiamiento —porque si a los 60 días no cuenta con el 100 % de 
lo facturado no tiene posibilidad de aumentar su incidencia en el mercado- tiene como punto esencial 


el acto cooperativo genérico para el envío de la retención que busca que una cooperativa de trabajo 
coloque su coproducción en el mercado interno a través del sistema cooperativo y pueda enviar la 
retención al salario del trabajador que optó por el producto cooperativo. Por lo tanto, en la línea de lo 
que plantea el señor senador es importante avanzar en esta etapa — y como resultado de la política 
pública inaugurada en 2008— a un acto cooperativo mirándolo en términos estratégicos de formación 
de cadena de valor. No se trata solamente de tener el Fondes-Inacoop o líneas de crédito que sean 
otorgadas dentro de la política pública, sino que el movimiento cooperativo, el trabajador que optó por 
formar cooperativa debe tener la posibilidad de financiarse a través de su salario. En este sentido, 
estamos hablando de la importancia estratégica de definir un acto cooperativo genérico sin distinción 
de clase. 


SEÑOR BLANCO.- Luego de la extensa explicación de los compañeros quería simplemente hacer una 
referencia a la ratio de todo esto porque uno podría venir y decir: «El planteo es egoísta, quiero 
asegurarme una retención, una parte del salario del trabajador», y no es así; se lo explicamos a los 
diputados y ahora a los senadores. 


En primer lugar, hemos peleado -y este fue un concepto importante en la ley de inclusión 
financiera— por lograr que el intangible del salario de los trabajadores fuera ín crescendo. Eso generaba 
un desafío para quienes planteaban retenciones porque iban a tener una porción del salario menor 
para querer asegurarse su crédito. Nosotros estamos a favor y se lo hemos dicho al PIT-CNT, que era 
uno de los que tendría que haber planteado aquí la preocupación de por qué se iba a perforar más el 
salario de los trabajadores cuando se había acordado que en un plazo determinado ese salario iba a 
estar más protegido. 


En segundo término, queremos apuntar a que la economía social se desarrolle y a que, al 
mismo tiempo, el salario de los trabajadores sea cada vez mayor. Esa debe ser la idea de todos los 
que estamos aquí sentados alrededor de esta mesa. 


Ahora bien, en el desarrollo de la ley de retenciones se hizo una enumeración conceptual y 
filosófica; por algo se buscó que las pensiones alimenticias estuvieran aseguradas a través de este 
mecanismo para que no fueran eludidas, y así lo entendió el legislador y así lo apoyamos. Lo mismo 
sucede con la cuota sindical de los trabajadores, con los alquileres para los que otorgan ese crédito de 
alquiler, con la cuota del Banco Hipotecario, y así podemos seguir enumerando. Cuando se dio aquella 
discusión —en aquel momento presidía la comisión de cooperativismo, si mal no recuerdo, el diputado 
Bernini, que fue cuando se instaló el concepto «acto cooperativo de consumo», y para responder al 
senador Delgado y a los demás senadores en general- hicimos hincapié en que las cooperativas de 
consumo tenían una característica particular. Esto fue en el desarrollo de la discusión y promovido si se 
quiere con la sorpresa de esta media sanción —lo digo con todo respeto- dada sin nuestra 
participación, porque creemos que por lo menos podríamos haber sido escuchados. En una rendición 
de cuentas ya habíamos adelantado nuestra preocupación en el sentido de que queríamos avanzar en 
la discusión —reitero que se aprobó igual—, porque había sectores que no estaban siendo contemplados 
dentro del mundo cooperativo y nosotros estábamos dispuestos a integrarlos. En eso está Cudecoop. 
Tengo entendido que Cudecoop también iba a ser citado a esta sesión y que pidió unos días más 
porque estamos procesando la discusión interna. Queremos venir, repito, con la autocomposición del 
conflicto. 


Queremos subrayar y hacer énfasis en que no estamos de acuerdo con cualquier modalidad 
netamente capitalista con fines de lucro o en un concepto amplio de economía social, si conlleva a la 
concentración de una organización, cualquiera sea su nombre. Eso es clave para nosotros, razón por 
la cual hacemos hincapié en que el Senado modifique esa media sanción y tome en cuenta algunos de 
los argumentos que hemos dado. Obviamente, estamos dispuestos a seguir intercambiando con todas 
las organizaciones. Sabemos que estuvo Cossac, AEBU y que vendrá Cudecoop. 


Fundamentalmente, quería hacer referencia a esa génesis porque, de lo contrario, parece 
que venimos a defender nuestra chacra y a reclamar nuestro 10 % o nuestro 20%. No, no es así. 
Queremos que se proteja el salario de los trabajadores; esa fue la idea. A su vez, entendemos que hay 
aspectos de sensibilidad como las retenciones, las pensiones alimenticias y como lo fue la cuota 
sindical. En definitiva, las cooperativas de consumo fueron formadas por los sindicatos de este país y 
tienen ochenta o noventa años. Fundamentalmente, son alimentos; no es otra cosa. Y cuando no había 
crédito —lo digo con todo respeto—, cuando los bancos cerraban los créditos, las cooperativas de 
consumo se endeudaron y hasta el día de hoy lo están. Y cuando hubo que recuperar ese crédito, el 
mecanismo que se utilizó —lo puedo decir como abogado porque lo profundizamos en nuestras distintas 
cooperativas— fue la actualización de la deuda por el IPC, acordar la mayor cantidad de cuotas posible 
y que la gente siguiera pagando, pero nunca los echamos sino que los incorporamos. 


En la salud, fundamentalmente, si no hubiesen existido las cooperativas de consumo, los 
trabajadores no tenían posibilidad de llevarse nada para la casa. Digo esto para mencionar un sector 
que fue clave y cuyo impacto en la crisis fue terrible como tantos otros. 


Simplemente, quería hacer esa acotación para que esto no quedara como una cuestión 
parcial o corporativista, cosa que está lejos de ser así para nosotros. 


SEÑOR ROBALLO.- El acto cooperativo es uno solo porque viene de una modalidad que es amplia y 
tiene distintas variantes. El tema es que en el diseño de la ley de inclusión financiera, en los artículos 
32, 33 y 34, cuando se piensa el crédito de nómina y se le da un lugar privilegiado —además de darle 
crédito a la posibilidad de otorgar crédito de nómina a aquellas entidades que tienen nómina, a través 
de las cuales se cobran salarios—, incluye a las cooperativas de ahorro y crédito y a asociaciones 
civiles, que sin contar con la posibilidad de tener salarios pagados a través de esas entidades, le 
permite a ese único tipo de instituciones dar ese crédito de nómina. ¿Qué sucede entonces? La pone a 
un nivel que compite con el consumo y este queda por fuera de eso. Por eso es que el acto cooperativo 
se incluye y se aclara que es de cooperativas de consumo. ¿Por qué? Porque ahorro y crédito en el 
diseño de esos artículos de la ley de inclusión financiera ya estaba contemplado. 


¿Qué pasó, entonces? Se produjo el financiamiento, el fondeo de esas cooperativas para 
acceder a los clientes que toman dinero en tasas preferenciales. Ahí surgió el problema de fondo, 
porque si ahorro y crédito hubiera prestado más dinero —en caso de haberlo tenido—, se hubieran 
beneficiado los destinatarios del dinero y se hubieran beneficiado las cooperativas de ahorro y crédito 
por la cantidad de préstamos. Pero hubo un detrimento en el volumen de préstamos y una demanda 
abierta. La cuestión queda clara cuando analizamos los números de ANDA y vemos que convirtió 
buena parte de su cartera de préstamos a créditos de nómina. Hizo eso porque tiene espalda. El 
problema está ahí. 


Reivindicamos, entonces, el acto cooperativo. Entendemos el diseño de la ley y la causa de 
que las cooperativas de consumo fueran exceptuadas. En la estructura que se plantea, sugerimos que 
ningún actor de los relevantes y que tenga acceso a la retención quede con una superioridad tal que 
elimine y desplace al resto, ya que eso, en definitiva, perjudica al sistema de cooperativismo en 
general. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MORAS.- Soy integrante del sindicato de cooperativas de consumo, y quiero hacer un par de 
apreciaciones. 


Por suerte las cooperativas de consumo generamos sindicatos fuertes —como dijo el señor 
Blanco, somos 2.000 trabajadores y 350.000 afiliados— y cuando hay un problema o una crisis, que 
nosotros llamamos de otra manera, cada socio viene con una problemática diferente. Hemos vivido el 
cierre de CIMA, venimos de sanear todas las cuentas del Hospital Italiano y las cuentas que no se 
pagaron al Banco de la República. Cuando el sistema económico ataca a las cooperativas de consumo 
los trabajadores tienen una crisis en su lugar de trabajo, y aparece la enfermedad; es como si una 
enfermedad que ataca a las cooperativas tuviera un empuje. Dos por tres tenemos que venir acá a 
hacer un speech o a intentar pasar el mensaje de cómo vemos las cosas; cada vez que vinimos es 
porque corríamos riesgo. Cada vez que se intenta cambiar la correlación de la prelación del descuento 
se corre el riesgo de que todos quedemos sin laburo. Hay empresas que tienen una gran espalda, 
como es el caso de la cooperativa ANDA, que si le pasa algo puede sobrevivir unos cuantos meses o 
hasta años, pero nosotros vivimos al día. Por suerte, tenemos sindicatos fuertes y las sacamos 
adelante. Dos por tres nos tenemos que pelear con los que administran las cooperativas, plantearles 
los cambios que hay que hacer y buscarle la cuenta. Cuando vino la gente del Hospital Italiano se 
habían quedado sin crédito y se lo dimos. En la época de la dictadura vino la gente de AEBU y se 
podían llevar las cosas. Es decir que no dejamos solo a nadie. Cada socio hace su planteo: puede 
tener deudas, o más de cincuenta años y haberse quedado sin laburo, etcétera, pero viene y lo plantea 
y va a tener cuatro o cinco años más para patear hasta la jubilación. A algunos le refinancian la deuda, 
le dan un crédito y con eso van tirando. No hay otra manera. No sé cómo lo ven ustedes o qué 
piensan. Capaz que conocen a algún socio de una cooperativa. La gente acude a ella porque la usa 
como una herramienta para llegar a fin de mes o para comprarse en treinta cuotas la lavadora o el 
calefón que se le rompió. Las cuotas tienen un recargo mínimo que en plaza se pueden manejar. Esta 
es una herramienta que tienen los trabajadores y que fue generada por los trabajadores. Estamos de 
acuerdo en que fue así. Tenemos la suerte de trabajar en un lugar que tiene una idiosincrasia muy 


particular donde todos tenemos la camiseta puesta. Es un negocio de otro, integrado por distintos 
socios, pero todos tenemos la camiseta. 


Es bravo tener que venir dos por tres para intentar explicar las cosas. Sabemos que esto va 
a pasar, pero dentro de dos años vamos a tener que venir de vuelta. Van a querer encajarle la mordida, 
cuando esto es algo mínimo en el mercado. 


No sé mucho de números y me manejo como puedo en estas cosas, pero cuando viene esa 
cantidad de millones no entendemos qué quieren de nosotros, porque manejamos una retención 
mínima comparada con la del mercado económico. ¿Qué es lo quieren? Nosotros habíamos dado los 
créditos pero al otro día pasó lo del Banco de la República y no sabíamos a dónde íbamos a ir a parar. 
Esto es bravo, pero parece que no se sintiera. Es tremendo vivirlo de esa manera. Capaz que lo 
sentimos más porque lo vivimos desde adentro. Cualquiera que dirija un sindicato o una federación ya 
sabe que no es para siempre y que a los dos años —tal vez dentro de un año— vamos a tener que 
volver a venir. De hecho, hace cuatro años que venimos. También tuvimos que ir a Salto. Creo que 
hemos hablado con todos los señores senadores que están presentes en esta comisión. 


La idea era dar un mensaje diferente, porque esto no es tan estructural. Las cooperativas ni 
siquiera tocan el mercado, son generadoras de una buena fuente de trabajo y estable, pero precisamos 
que se mantenga en la ley. Los sindicatos pelean por la estabilidad y acá no te echan porque sí —a no 
ser que afanes— o por tener un pensamiento político diferente. En nuestro caso no va por ese lado, 
pero precisamos una ley para no estar siempre en esta situación. 


Les damos las gracias por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Asociación de Funcionarios de Cooperativas 
de Consumo y de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de Cooperativas de Consumo 
y de la Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo). 


Antes de finalizar, debemos definir la conformación del orden del día para la próxima sesión 
ya que están pendientes algunas solicitudes de audiencia para referirse a este tema como, por 
ejemplo, las de Onajpu, Anda, Cudecoop y Cucacc. 


También se me informa que tenemos pendiente la comparecencia de los representantes del 
Banco Hipotecario del Uruguay, la Agencia Nacional de Vivienda y el Ministerio de Economía y 
Finanzas para considerar el tema de los deudores de la ANV e hipoteca inversa. La secretaría se 
comunicó con el directorio del Banco Hipotecario del Uruguay y le informaron que no pueden 
comparecer hasta dentro de quince días. 


No sé si los señores senadores quieren agregar alguna otra delegación. 


SEÑORA MOREIRA.- Creo que no es necesario. Podríamos recibir a estas cuatro en la próxima 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 12:20). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


